CADUCIDAD – Término
El Código Contencioso Administrativo en su artículo 136 –modificado por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989- establecía  que las acciones relativas a contratos caducarían en dos años de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento (…) en aquellos eventos en los cuales se está frente a contratos de tracto sucesivo susceptibles de liquidación, el término de caducidad de la acción encaminada a realizar reclamaciones derivadas de los mismos, debe contabilizarse a partir del momento en que dicha liquidación se produce, bien sea en forma bilateral, o unilateralmente por la administración, cuando no se logra un acuerdo con el contratista (…) la oportunidad para demandar respecto de aquellas reclamaciones que no hubiesen sido efectivamente resueltas en esta actuación final, será de 2 años contados a partir de la liquidación del contrato, bien sea que se produzca de común acuerdo o unilateralmente por la administración, o en defecto de la misma, una vez vencido el término máximo para liquidarlo (…) el contrato de consultoría tenía un plazo de 24 meses a partir del acta de iniciación, la cual fue suscrita el día 7 de febrero de 1994, lo que significa que el término vencía el 7 de febrero de 1996, momento a partir del cual empezaba a correr el plazo máximo de 6 meses para su liquidación, que vencía el 7 de agosto de 1996, siendo éste el momento a partir del cual deben contabilizarse los dos años del término de caducidad de la acción contractual, los cuales iban hasta el 7 de agosto de 1998 y dado que la demanda fue presentada el día 10 de diciembre de 1997, resulta evidente su oportunidad (…) 

CONTRATO DE CONSULTORÍA – Régimen jurídico
El contrato de consultoría objeto de la presente controversia fue celebrado por la Corporación Nacional para el Desarrollo del Chocó con la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda., el 27 de julio de 1992, razón por la cual, como ya se dijo –párrafo 17-, se regía por las normas del Decreto-Ley 222 de 1983, anterior estatuto de contratación de la administración pública (…) El reajuste de precios es una figura de común utilización en los contratos de tracto sucesivo con un plazo de duración más o menos largo, como es el de consultoría, que requiere del paso del tiempo para la ejecución de sus prestaciones, circunstancia que propicia que los precios inicialmente pactados se puedan ver afectados por fenómenos económicos como son los inflacionarios, aumento de costos, etc., contratos que por su misma naturaleza, implican pagos periódicos, de acuerdo con el avance de la ejecución de las prestaciones (…) las partes celebraron un contrato de consultoría en el que se pactó un plazo de ejecución de dos años, y como forma de pago, se acordó la presentación de cuentas mensuales, respaldadas por las respectivas actas de costos de la consultoría aprobadas por el interventor, lo cual hacía conveniente el pacto de fórmulas de reajuste que conservaran los precios iniciales en su valor real (…) no sólo el plazo del contrato fue de dos años, sino que además, la iniciación de su ejecución se tardó mucho tiempo, toda vez que a pesar de haber quedado perfeccionado en septiembre de 1992, (…) el acta de iniciación sólo se produjo en febrero de 1994, lo cual significa que los costos acordados al adjudicar y celebrar el contrato con la sociedad demandante, ya no eran los mismos para la época de ejecución de las prestaciones y mucho menos lo serían para cuando transcurrieran los dos años de ejecución (…) la entidad no probó que se hubiera pagado la segunda acta de reajustes, esto es, la número 24, correspondiente a las actas mensuales (…) por los meses de enero a noviembre de 1995, la cual ascendió a $ 77 678 310. Todo lo contrario, consta en el plenario que la misma no fue cancelada por CODECHOCÓ, por no contar con los recursos presupuestales necesarios para ello (…) en el sub-lite se evidencia el incumplimiento contractual de la entidad demandada respecto de su obligación de pagar el valor del contrato en la forma pactada en el mismo, razón por la cual resultaba procedente su condena al pago de los perjuicios ocasionados a la sociedad demandante en la forma en que lo hizo el a-quo  
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Actor: CONSULTORES CIVILES E HIDRÁULICOS C.H. LTDA. 
Demandado: CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ –CODECHOCÓ-.
Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (SENTENCIA) 
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por la Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó el 7 de noviembre de 2000, que despachó favorablemente las pretensiones de la demanda, la cual será modificada. 

SÍNTESIS DEL CASO

La Corporación Nacional para el Desarrollo del Chocó -hoy Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó CODECHOCÓ- celebró el contrato de consultoría n.o 007 del 27 de julio de 1992 con la firma Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda., en el cual se pactó que las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos acordadas en la propuesta económica negociada, se reajustarían anualmente a partir del 1º de enero de 1993 y que para ello se tendría en cuenta la resolución del Ministerio de Obras Públicas y Transporte que fija los sueldos y demás gastos en los contratos de consultoría. Sin embargo, la entidad demandada se abstuvo de pagar el acta de reajuste n.o 24, correspondiente al reajuste de las actas mensuales de costos 13 a 23, correspondientes a los meses de enero a noviembre de 1995, en forma injustificada. Las partes modificaron ilegalmente los requisitos de perfeccionamiento del contrato, mediante un adicional. 

ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. El 10 de diciembre de 1997, a través de apoderado debidamente constituido y en ejercicio de la acción de controversias contractuales consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos  C.H. Ltda. –C&H Ltda.-, presentó ante el Tribunal Administrativo del Chocó, demanda que fue corregida dentro de la oportunidad legal, en contra de la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó CODECHOCÓ, cuyas pretensiones fueron (f. 1 a 21 y 168):

PRIMERA: Que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ “CODECHOCÓ” -antes CORPORACIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL CHOCÓ- incumplió el contrato estatal número CERO CERO SIETE (007) de mil novecientos noventa y dos (1992), celebrado con la sociedad “CONSULTORES CIVILES E HIDRÁULICOS, C.H. LTDA”, cuyo objeto fue “…la ejecución de Estudios, Diseños, Planos, Ante Proyectos, Proyectos, Localización, Asesoría, Coordinación y Programación de Obras Públicas, para el mejoramiento de los asentamientos localizados en la micro-cuenca de la quebrada La Yesca en el municipio de Quibdó”, así como sus adicionales, por no haber procedido a la liquidación de tales contratos, como era su obligación contractual y su deber legal, incluyendo en la liquidación a favor del contratista, los valores no cancelados, correspondientes a los reajustes de las actas mensuales de costos números 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23, que corresponden a los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre y noviembre de 1995 respectivamente. 

SEGUNDA: Que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ “CODECHOCÓ” -antes CORPORACIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL CHOCÓ- incumplió el contrato estatal No. 007 de 1992 y sus adicionales, por no haber reconocido y pagado a favor de la sociedad “CONSULTORES CIVILES E HIDRÁULICOS, C.H. LTDA”, el valor de los reajustes correspondientes a las actas mensuales de costos números 13 a 23 del año de 1995, conforme a lo señalado en el Acta de Tarifas No. 2 que fue suscrita por el contratista y el interventor del contrato, designado por CODECHOCÓ, todo lo cual se encuentra resumido y facturado en el acta mensual de costos No. 24 (cuenta No. 135-24).

TERCERA: Que como consecuencia de la declaratoria de incumplimiento a que se refieren las peticiones anteriores, el H. Tribunal proceda alternativamente a practicar la liquidación del contrato 007 de 1992 y sus adicionales, o a ordenar que el ente demandado efectúe la liquidación, en ambos casos con fundamento en los elementos probatorios allegados al proceso.
CUARTA: Que conforme en (sic) las peticiones anteriores se condene a la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ “CODECHOCÓ” -antes CORPORACIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL CHOCÓ- a pagar a la sociedad “CONSULTORES CIVILES E HIDRÁULICOS, C.H. LTDA.”, el valor de los perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato 007 de 1992 y sus adicionales, cuya discriminación es como sigue: 

a-. Valor de los reajustes correspondiente a las actas números: 

Acta No. 13 –Enero de 1995 pro al suma de

$4.258.613 

Acta No. 14 –Febrero de 1995 por la suma de

$5.257.801

Acta No. 15 –Marzo de 1995 por la suma de 

$7.106.124

Acta No. 16 –Abril de 1995 por la suma de 

$8.044.246

Acta No. 17 –Mayo de 1995 por la suma de

$7.753.231

Acta No. 18 –Junio de 1995 por la suma de 

$7.198.938

Acta No. 19 –Julio de 1995 por la suma de

$8.793.127

Acta No. 20 –Agosto de 1995 por la suma de

$8.071.370

Acta No. 21 –Sept. de 1995 por la suma de

$7.929.293

Acta No. 22 –Octub. De 1995 por la suma de 

$ 8.505.358

Acta No. 23 –Novie. De 1995 por la suma de 

$ 4.760.209

PARA UN TOTAL CONFORME AL ACTA No. 24 de 
$77.678.310

SETENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS M/CTE ($77.678.310.oo), suma que corresponde al valor de las actas a que se refiere las peticiones primera y segunda de este libelo.

b.- El valor de la actualización de las cantidades anteriores que constituyen el monto indemnizatorio –actas de ajuste- en consideración a la pérdida del poder de compra del peso colombiano al momento de la expedición del proveído definitorio, a fin de que se compensen los efectos de esa pérdida del poder adquisitivo del dinero (inflación) entre la época de causación del daño –incumplimiento contractual- y la fecha del fallo final y definitivo, de conformidad con los índices de precios al consumidor certificados por el Departamento Nacional de Estadística –DANE-, teniendo en cuenta para ello que el valor de las actas 13 a 23 se debió cancelar en el mes de enero de 1996, una vez presentada en el mes de diciembre de 1995 el acta No. 24 contentiva de todos los ajustes del año de 1995.

c.- El valor que resulte de aplicar a la suma actualizada anteriormente, los intereses por la mora en los pagos, conforme a las reglas que establece el numeral 8º del artículo 4º de la ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios, durante los períodos de mora, es decir, desde enero de 1996 hasta la fecha en que se produzca el fallo definitivo.

PRETENSIÓN SUBSIDIARIA A LA CUARTA: Que conforme en (sic) las peticiones anteriores se condene a la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ “CODECHOCÓ” -antes CORPORACIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL CHOCÓ- a pagar a la sociedad “CONSULTORES CIVILES E HIDRÁULICOS, C.H. LTDA.”, el valor de los perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato 007 de 1992 y sus adicionales, cuya discriminación es como sigue:

a-. Valor de los reajustes correspondiente a las actas números: 

Acta No. 13 –Enero de 1995 pro al suma de

$4.258.613 

Acta No. 14 –Febrero de 1995 por la suma de

$5.257.801

Acta No. 15 –Marzo de 1995 por la suma de 

$7.106.124

Acta No. 16 –Abril de 1995 por la suma de 

$8.044.246

Acta No. 17 –Mayo de 1995 por la suma de

$7.753.231

Acta No. 18 –Junio de 1995 por la suma de 

$7.198.938

Acta No. 19 –Julio de 1995 por la suma de

$8.793.127

Acta No. 20 –Agosto de 1995 por la suma de

$8.071.370

Acta No. 21 –Sept. de 1995 por la suma de

$7.929.293

Acta No. 22 –Octub. De 1995 por la suma de 

$ 8.505.358

Acta No. 23 –Novie. De 1995 por la suma de 

$ 4.760.209

PARA UN TOTAL CONFORME AL ACTA No. 24 de 
$77.678.310

SETENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS DIEZ PESOS M/CTE ($77.678.310.oo), suma que corresponde al valor de las actas a que se refiere las peticiones primera y segunda de este libelo.

b.- El valor de la actualización de las cantidades anteriores que constituyen el monto indemnizatorio –actas de ajuste- en consideración a la pérdida del poder de compra del peso colombiano al momento de la expedición del proveído definitorio, a fin de que se compensen los efectos de esa pérdida del poder adquisitivo del dinero (inflación) entre la época de causación del daño –incumplimiento contractual- y la fecha del fallo final y definitivo, de conformidad con los índices de precios al consumidor certificados por el Departamento Nacional de Estadística –DANE-, teniendo en cuenta para ello que el valor del reajuste de las actas mensuales de costos Nos. 13 a 23 debieron ser canceladas mediante la inclusión de dicho valor en el acta de liquidación final del contrato, la cual debió producirse a más tardar el día siete (7) de junio de mil novecientos noventa y seis (1996), es decir, luego de vencido el plazo máximo de los cuatro (4) meses de que dispone la administración para liquidar los contratos conforme lo establece el art. 60 de la ley 80 de 1993, a partir de la terminación del contrato, la cual ocurrió el siete (7) de febrero de mil novecientos noventa y seis (1996).

c.- el valor que resulte de aplicar a la suma actualizada anteriormente, los intereses por la mora en los pagos, conforme a las reglas que establece el numeral 8º del artículo 4º de la ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios, durante los períodos de mora, es decir, desde el día siete (7) de junio de 1996 hasta la fecha en que se produzca el fallo definitivo.

QUINTA: Que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE DEL CHOCÓ “CODECHOCÓ” -antes CORPORACIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DEL CHOCÓ- pagará a la sociedad demandante, intereses comerciales sobre las cantidades líquidas reconocidas en la sentencia durante los seis (6) meses siguientes a su ejecutoria, e intereses moratorios después de ese término, tal como lo prescribe el artículo 177 del C.C.A.

2. La parte actora dio cuenta de la celebración entre las partes, del contrato de consultoría n.o 007 del 27 de julio de 1992, previa adjudicación en concurso privado de méritos, por valor de $ 519 653 430 y con un plazo de 24 meses contados a partir de la fecha del acta de iniciación.

2.1. En dicho contrato, se pactaron reajustes anuales de las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos acordados en la propuesta económica negociada, los cuales se efectuarían a través de actas firmadas por las partes, previa autorización del comité técnico y con base en la resolución del Ministerio de Obras Públicas y Transporte que fija los sueldos y demás gastos en los contratos de consultoría. 

2.2. El contrato no se pudo iniciar en forma inmediata, “por razones ya conocidas por todos,  como lo es la falta de presupuesto para la ejecución de los contratos estatales”, lo que obligó a modificar las estipulaciones del contrato relacionadas con la apropiación presupuestal (otrosí n.o 1 y otrosí n.o 2) y a variar otras cláusulas del contrato, suscribiéndose el acta de iniciación el 7 de febrero de 1994.

2.3. A mediados del año 1994, con fundamento en la resolución n.o 02333 del 7 de julio de 1994, se suscribió el acta de tarifas n.o 1, para salarios, jornales, etc., válidas para ese año y en septiembre de 1995, se suscribió el acta de tarifas n.o 2, con las aplicables para este año, acogiendo las establecidas en la resolución 2525  del 4 de mayo de 1995, del Ministerio de Transporte. Con fundamento en estas actas, el 25 de enero de 1996, el contratista presentó la cuenta de reajustes por $ 77 678 310, correspondiente a los meses de enero a noviembre de 1995, la cual a la fecha de la demanda no había sido cancelada por la entidad contratante. Sostuvo la actora, que la cuenta de cobro por este concepto correspondiente a los meses de enero a julio de 1995 fue presentada en agosto, una vez proferida la resolución n.o 02525 del Ministerio, y la interventoría no la quiso tramitar porque la entidad demandada se negaba a suscribir el acta de tarifas n.o 2, sin la cual aquella no podía ser presentada; lo mismo sucedió con las cuentas correspondientes a los meses de agosto a noviembre de 1995, razón por la cual la contratista procedió a presentarlas con los precios aprobados para el año 1994, contenido en el acta de tarifas n.o 1.  

2.4. El 9 de mayo de 1997, el contratista y el interventor suscribieron el “acta de recibo y terminación del contrato”, -que la entidad demandada no suscribió-, en la que consta el cumplimiento de las obligaciones del contratista y el contrato se hallaba, en la fecha de presentación de la demanda, sin liquidar.

2.5. El demandante adujo la violación de los artículos 2, 58, 83, 90 y 123 de la C.P.; el artículo 4º numerales 8 y 9, artículo 5º numeral 1º y artículo 27, de la Ley 80 de 1993; artículos 1602 y 1603 del Código Civil y el parágrafo de la cláusula cuarta del contrato 007 de 1992. Sostuvo que la entidad demandada violó esta normatividad, al desconocer el cumplimiento de su obligación contractual de pagar los reajustes de las actas mensuales de costos correspondientes al año 1995, lo que la obliga a reconocer la indemnización de perjuicios a la demandante, consistentes en “(…) el valor de los reajustes (que equivalen a la diferencia presentada en cada una de las actas mensuales de costos, para el periodo enero a noviembre de 1995 –actas 13 a 23- entre las tarifas canceladas en cada una de ellas, que como se demostrará corresponden a las del año de 1994, y las tarifas aprobadas para el año de 1995, conforme a la resolución 002525 de 1995 del Ministerio de Transporte) debidamente actualizados hasta la fecha del fallo definitivo junto con los intereses moratorios pertinentes por el periodo de la mora”. Adujo la demandante que con su actuación, la administración se enriqueció injustamente y permitió que se rompiera el equilibrio económico del contrato. 

2.6. En el alegato final, el demandante reiteró los argumentos de la demanda y se refirió a las pruebas obrantes en el proceso, las que a su juicio son demostrativas de su cumplimiento contractual y del incumplimiento de la entidad demandada respecto de su obligación de pagar los reajustes pactados (f. 423).

III. Actuación procesal 

3. La entidad demandada contestó la demanda y su corrección y se opuso a las pretensiones, por considerar que carecían de fundamentos de hecho y de derecho (f. 155 y 208). 

3.1. Sostuvo que no era cierto, como lo alegó el demandante, que el contrato no se hubiera iniciado a tiempo por falta de recursos de la entidad para su ejecución, pues existía la correspondiente apropiación presupuestal y que la entidad cumplió con sus obligaciones contractuales haciendo a favor del contratista los pagos a los que éste tenía derecho. 

3.2. Manifestó que fue el contratista quien incumplió con el procedimiento acordado para el cobro de los reajustes de precios pactados en el contrato y que no presentó las cuentas en debida forma y a tiempo, teniendo en cuenta que según el contrato, para el reconocimiento de tales reajustes debían seguirse varios pasos: i) que estuviera demostrado que efectivamente se causaron salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos; ii) que dichos gastos fueran los previamente acordados en la propuesta económica negociada por las partes; iii) que las cuentas se presentaran correcta y oportunamente a CODECHOCÓ; iv) que se encontrara vigente la resolución del MOPT; v) que existiera autorización previa del comité técnico y vi) que las tarifas se reajustaran anualmente, mediante acta suscrita entre CODECHOCÓ y el consultor. 

3.3. Agregó que CODECHOCÓ no había suscrito acta alguna de recibo a satisfacción y de terminación del contrato y que en realidad no hubo entrega a cabalidad del trabajo contratado con la firma demandante, por lo cual la entidad no podía ser obligada a suscribir un acta de terminación y recibo redactada por el mismo contratista si no se había cumplido a cabalidad con las obligaciones contractuales ni se la podía obligar a cancelar los reajustes pasando por encima del contrato y de la ley. 

3.4. Propuso como excepción la caducidad de la acción, pues los valores reclamados corresponden a los reajustes del año 1995 incluidos los de noviembre y la demanda fue presentada el 10 de diciembre de 1997, es decir más de dos años después de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirven de fundamento a la demandante. Además los reajustes se debieron presentar cada mes y caducan con el transcurso del tiempo, no todos en conjunto, sino mes por mes. Por otro lado, las pretensiones que fueron incluidas en la corrección de la demanda también estaban caducadas, pues para esa fecha -4 de marzo de 1998- ya habían transcurrido más de dos años desde la ocurrencia de los hechos. 

3.5. Adujo así mismo la ineptitud de la demanda, pues el concepto de la violación no guarda “similitud” entre los hechos, las pretensiones y las normas que invoca el actor como fundamento y tampoco sustenta clara y ostensiblemente el concepto de la violación. 

4. El agente del ministerio público ante el tribunal a-quo formuló llamamiento en garantía del señor Jesús Lacides Mosquera, director ejecutivo de CODECHOCÓ, por considerar que pudo haber incurrido en una conducta dolosa o gravemente culposa de la que se puede derivar la responsabilidad de la entidad que conduzca a una indemnización de  perjuicios a favor del demandante, solicitud que fue acogida por el Tribunal Administrativo del Chocó, que ordenó notificar la demanda al llamado en garantía, quien intervino solicitando desestimar las pretensiones de la demanda, para lo cual reiteró los argumentos expuestos por la entidad en la contestación de la demanda (f. 151, 218 y 219).

5. La Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó en sentencia del 7 de noviembre de 2000, dispuso: 

1º . DECLARAR no probadas las excepciones de caducidad e inepta demanda.

2º. DECLARAR responsable a la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” por el incumplimiento de las obligaciones asumidas en el contrato de consultoría, celebrado el 27 de julio de 1992 con la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos Ltda. C&H.

3º. Como consecuencia de la declaración anterior, CONDENAR a la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” a pagar la suma de DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES QUINIENTOS NOVENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS VEINTIUN PESOS M/L ($246’592.421,oo) correspondiente al valor de la suma por incumplimiento del contrato actualizada, más los intereses moratorios, de conformidad con la liquidación hecha en la parte motiva de esta sentencia.

4º. La suma a que se refiere el numeral anterior DEVENGARÁ intereses comerciales dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta sentencia y moratorios de ahí en adelante.

5º. Declarar liquidado el contrato bajo el entendido que las partes quedan a paz y salvo. 

6º. OFICIAR a la Procuraduría Delegada para la Contratación Administrativa y al Director Ejecutivo de la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” a fin de que si lo estiman conveniente, inicien la acción de repetición en los términos del art. 90 de la Carta Política. (…).

6. El a-quo consideró que en el presente caso no operó la caducidad de la acción, ya que el punto de partida para contabilizar su término era el 14 de julio de 1996, fecha en la cual la firma contratista entregó a CODECHOCÓ la totalidad de los planos de diseños definitivos del proyecto y de los informes finales y por lo tanto el término para demandar vencía el 14 de julio de 1998. 

6.1. Tampoco encontró configurada la ineptitud de la demanda, pues a su juicio las pretensiones estuvieron bien sustentadas y los fundamentos de la infracción de las normas que se citaron como vulneradas, son suficientes y guardan relación con las pretensiones y los hechos que le sirven de fundamento y que en todo caso, resultaba aplicable el principio iura novit curia, en virtud del cual puede el juez interpretar la demanda. 

6.2. En relación con las pretensiones, el a-quo encontró probados los hechos que las fundamentan, esto es, que el contratista ejecutó en su totalidad el contrato de consultoría, pero la entidad contratante no canceló al contratista la cuenta de cobro del acta n.o 24, correspondiente a los reajustes de tarifas de los meses de enero a noviembre de 1995, por valor de $ 77 678 310 y no liquidó el contrato, es decir que se probó su incumplimiento (f. 436 a 481).

7. Inconforme con lo decidido por el Tribunal Administrativo a-quo, la parte demandada interpuso recurso de apelación, en el cual solicitó la revocatoria de la sentencia impugnada, para lo cual reiteró los argumentos esgrimidos a lo largo de la primera instancia, en especial:

7.1. Que la acción ejercida estaba caducada, tanto frente a la demanda inicial como en relación con su corrección, en la que se incluyeron nuevas pretensiones y solicitud de pruebas.

7.2. Que el contratista no acreditó que se hubieran cumplido los requisitos de perfeccionamiento que se exigían con ocasión de la modificación introducida al contrato mediante otrosí, en el que se pactó que para ello se requería la ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado que lo declarara ajustado a derecho y se exigió como requisito para su validez, el concepto favorable del Consejo de Ministros.

7.3. En cuanto a los reajustes reclamados en la demanda, manifestó que fue la firma consultora la que incumplió el contrato al presentar cuenta de cobro con tarifas desactualizadas y omitiendo los pasos establecidos para ello.

7.4. Que no es cierto que la contratista hubiera cumplido a cabalidad con sus obligaciones contractuales y no está probado que haya entregado los resultados del contrato. 

7.5. Adujo la apelante, finalmente, que el Tribunal a-quo no se pronunció sobre la ineptitud de la demanda aducida en la contestación, en cuanto a que en la pretensión cuarta, aparecen sin valor alguno las actas 13 a 19 y sin embargo se arroja un valor total y por lo tanto no es claro lo que se pretende (f. 485).

8. Admitido el recurso de apelación, se corrió traslado para alegar, oportunidad en la cual el agente del Ministerio Público estuvo de acuerdo con lo decidido por el a-quo pero además, solicitó modificar la sentencia de primera instancia, para declarar la nulidad absoluta del contrato adicional celebrado por las partes el 16 de septiembre de 1993, por considerar que los requisitos de perfeccionamiento del contrato de consultoría sólo podían ser aquellos establecidos por la ley y no podían ser variados por las partes, como se hizo en este caso, en el que estando legalmente celebrado y perfeccionado el contrato, mediante la aprobación de la garantía de cumplimiento, como lo exigía el artículo 51 del Decreto-Ley 222 de 1983, acuerdan las partes aumentar los requisitos para perfeccionarlo, contraviniendo las disposiciones de orden público del mencionado decreto.  

8.1. En relación con la caducidad de la acción, manifestó la delegada que la demanda fue oportunamente presentada, puesto que el término debía contabilizarse a partir del vencimiento de la fecha límite para la liquidación del contrato, puesto que era éste el acto en el cual las partes debían hacer el corte de cuentas y ponerse a paz y salvo.   

8.2. Consideró que no hubo ineptitud de la demanda en los términos señalados en el recurso de apelación, puesto que si bien en la demanda inicial se incurrió en el error mencionado, es decir se relacionaron varias actas de reajuste sin valor alguno, en la corrección de la demanda se remedió esta omisión. 

8.3. Finalmente, consideró esta agencia del Ministerio Público que se probó el incumplimiento de la entidad demandada respecto de su obligación de pagar las actas de reajuste en los términos pactados y por lo tanto resultaba procedente la condena impuesta por el a-quo (f. 528).

CONSIDERACIONES

I. Competencia 

9. El Consejo de Estado es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada en contra de la sentencia de primera instancia, toda vez que el valor de la pretensión mayor ascendió a la suma de $77.678.310.oo, por concepto de los reajustes dejados de cancelar por la entidad demandada y la cuantía que se requería para la época de presentación de la demanda -10 de diciembre de 1997- para que el asunto fuera susceptible del recurso de apelación, era de $ 13 460 000.

II. Hechos probados

10. Teniendo en cuenta los medios de prueba regularmente allegados al plenario
, se acreditaron los siguientes hechos, relevantes para la litis:

10.1. El 27 de julio de 1992, las partes celebraron el contrato de consultoría n.o 007 (f.290), cuyo objeto fue “…la ejecución de Estudios, Diseños, Planos, Ante Proyectos, Proyectos, Localización, Asesoría, Coordinación y Programación de Obras Públicas, para el mejoramiento de los asentamientos localizados en la micro-cuenca de la quebrada La Yesca en el municipio de Quibdó”, por valor de $ 519 653 430 y con un plazo de ejecución de 24 meses, “(…) contados a partir de la fecha del Acta de Iniciación de los trabajos impartida por EL INTERVENTOR, con posterioridad al perfeccionamiento y a la entrega del anticipo”. Entre otras estipulaciones, el contrato contiene las siguientes:

 CLÁUSULA CUARTA.- (…) PARÁGRAFO: las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos acordados en la propuesta económica negociada, fueron establecidas para el año 1992. Dichas tarifas se reajustarán anualmente a partir del 1º de enero de 1993, mediante acta suscrita entre CODECHOCÓ y EL CONSULTOR previa autorización del comité técnico. La resolución del Ministerio de Obras Públicas y Transporte que fija los sueldos y demás gastos en los contratos de consultoría será la base para estos reajustes.

CLÁUSULA QUINTA.- GASTOS IMPUTABLES AL VALOR DEL CONTRATO: CODECHOCÓ pagará al CONSULTOR: 1. Costos por salarios, jornales, viáticos, primas regionales y horas extras, pagados por el sistema de tarifas y afectados por un factor multiplicador correspondiente así: salarios y jornales 2.60, viáticos, primas regionales y horas extras 1.80, de conformidad con lo pactado en la Propuesta Económica Negociada. PARÁGRAFO PRIMERO: Mediante Actas suscritas entre CODECHOCÓ y EL CONSULTOR, se establecerá el personal, los tiempos, las tarifas y los costos, derechos máximos que se deberán pagar en el desarrollo de los estudios y trabajos. PARÁGRAFO SEGUNDO: Si para la ejecución del contrato se hace necesario trabajar horas extras, estas solamente serán pagadas si han sido previamente aprobadas por CODECHOCÓ. 2. Costos distintos a salarios: Se pagarán todos los gastos que genere el Proyecto de acuerdo con la Propuesta Económica Negociada. Estos se liquidarán bajo la modalidad de costos por facturar afectados por el factor multiplicador de 1.05, con el visto bueno del INTERVENTOR. Dentro de estos gastos se incluyen los siguientes: a) los costos directos (…). b) los transportes (…). c) los costos de alquiler de equipos (…). d) alquiler de oficinas y campamentos (…). e) los costos de alquiler mensual de vehículos (…). f) los demás gastos aprobados por CODECHOCÓ (…).  

CLÁUSULA SEXTA.- FORMA DE PAGO: CODECHOCÓ pagará al CONSULTOR, el valor del presente contrato en forma mensual, previa la presentación de la respectiva cuenta de cobro debidamente respaldada por el acta mensual de costos de la consultoría aprobada por EL INTERVENTOR designado para tal efecto como documento de soporte único. En consecuencia, para la tramitación de la cuenta no se requiere la presentación de documentos adicionales de comprobación, los cuales deben ser revisados por EL INTERVENTOR en el momento de aprobar el acta correspondiente.

CLÁUSULA DÉCIMA PRIMERA.- VIGILANCIA: CODECHOCÓ vigilará el cumplimiento del presente contrato, por conducto de un INTERVENTOR que será designado por un comité integrado por el Director Ejecutivo de CODECHOCÓ o su delegado, un representante de la Junta Directiva de CODECHOCÓ y un representante del Departamento Nacional de Planeación.

10.2. Mediante resolución 2369 del 25 de septiembre de 1992 de la dirección ejecutiva de la Corporación Nacional para el Desarrollo del Chocó, se aprobaron las garantías de cumplimiento, pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales del personal empleado y de buen manejo e inversión del anticipo, contenidas en las pólizas 92578, 92576 y 92579, tomadas por la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda., con la Compañía de Seguros Generales El Cóndor S.A. (f. 325).
10.3. El 20 de enero de 1993, las partes suscribieron un otrosí al contrato mediante el cual se suprimió el parágrafo de la cláusula tercera, que estipulaba: “CODECHOCÓ solicitará al Departamento Nacional de Planeación autorización para comprometer los recursos de la vigencia de 1993 destinados a este proyecto ($430’000.000,oo) M/legal” y acordaron que “(…) los registros presupuestales de que trata la Cláusula Tercera del contrato original, se podrán variar en el evento en que los allí mencionados pierdan su vigencia o expiren. De todos modos CODECHOCÓ asegurará el valor del contrato con recursos de la vigencia actual”. También se estipuló que CODECHOCÓ verificaría la ejecución de los trabajos a través de una interventoría que podría ser ejercida por la misma entidad o contratada (f. 34). 
10.4. El 23 de junio de 1993, las partes suscribieron un nuevo otrosí mediante el cual las partes acordaron (f. 35): 

PRIMERO: Las partes convienen en suprimir el parágrafo de la Cláusula Tercera del contrato en mención. SEGUNDA: La Cláusula Tercera quedará así: APROPIACIÓN PRESUPUESTAL: CODECHOCÓ, para el cumplimiento de este contrato dispone de la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS ($258’000.000,oo) m/cte., del rubro 3301-006-007-001, Administración y Gerencia para el mejoramiento de la microcuenca de la Quebrada la Yesca, correspondiente a la vigencia fiscal de 1992, y una partida de la vigencia fiscal 1993, equivalente a DOSCIENTOS SESENTA Y UN MILLONES SEISCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS TREINTA PESOS ($261’653.430) m/cte. TERCERO: Las partes acuerdan modificar la CLAUSULA DÉCIMA TERCERA.- ANTICIPOS, la cual quedará así: Se otorgará a título de anticipo el cincuenta por ciento (50%) del valor estimado del presente contrato. Sobre cada una de las cuentas mensuales se deducirá el cincuenta por ciento (50%) de ésta, para la amortización del anticipo (…). 

10.5. El 16 de septiembre de 1993, las partes suscribieron contrato adicional, mediante el cual acordaron modificar varias de las cláusulas del contrato, entre ellas la vigésima, relativa al perfeccionamiento del contrato, la cual quedaría así: 

CLÁUSULA VIGÉSIMA: PERFECCIONAMIENTO: El contrato principal se entenderá perfeccionado con la ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado que lo declare ajustado a la Ley, conforme a las previsiones del artículo 51 del Decreto Ley 222 de 1983, en concordancia con el Artículo 50 de la misma disposición. Igualmente las partes acuerdan adicionar las siguientes cláusulas: CLÁUSULA VIGÉSIMA PRIMERA: CONCEPTO DEL CONSEJO DE MINISTROS: El contrato que se adiciona requiere para su validez, concepto favorable del Consejo de Ministros el cual se solicitará una vez se hayan constituido las garantías del mismo y previo estudio de la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 59 del Régimen de Contratación Administrativa vigente. CLÁUSULA VIGÉSIMA SEGUNDA: DURACIÓN: Independientemente del término pactado para la ejecución de la consultoría, se determina un término general de duración del contrato de veintiséis (26) meses contados a partir de la fecha de perfeccionamiento del mismo. CLÁUSULA VIGÉSIMA TERCERA: APROBACIÓN DEL DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN: El presente otrosí deberá ser aprobado por la Dirección del Departamento Nacional de Planeación (…).  

10.6. El 17 de diciembre de 1993, CODECHOCÓ canceló al contratista el anticipo pactado en el contrato (el inicial era del 30% del valor del contrato), correspondiente al 50% de su valor (según modificación del otrosí del 23 de junio de 1993), es decir la suma de $ 259 826 715, según informe de ejecución presupuestal (pagos) enviado por la entidad demandada al Tribunal Administrativo a-quo (f. 257 y 260).

10.7. Las partes suscribieron el acta de iniciación de la ejecución del contrato el 7 de febrero de 1994 (f. 37). 

10.8. El contrato se inició con una interventoría que fue cambiada luego de un tiempo, según se desprende de la declaración rendida en el proceso por el ingeniero Héctor Carlos Parra Ferro, quien manifestó que como gerente de la sociedad de Ingeniería y Gerencia de Proyectos Ltda. –Interproyectos Ltda.-, suscribió en mayo de 1994 un contrato de consultoría con CODECHOCÓ, para realizar la interventoría del contrato 007 de 1992 celebrado entre esta entidad y la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos Ltda., contrato éste que “(…) inició con una interventoría provisional a comienzos de 1994, a pesar de que había sido suscrito el 27 de julio de 1992. La interventoría ejercida por Interproyectos Ltda., fue iniciada en agosto de 1994, cuando el contrato C.C. 007/92, llevaba 6 meses de ejecución” (f. 246).

10.9. El 4 de agosto de 1994, el director de CODECHOCÓ, el consultor y el interventor del contrato 007/92, suscribieron el acta de tarifas n.o 1, en la cual acordaron las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos durante el año 1994, de acuerdo con el parágrafo de la cláusula cuarta del contrato y con base en la resolución 002333 del 7 de julio de 1994 del Ministerio de Obras Públicas y Transporte. Se estableció que esta acta era válida del 1º de enero al 31 de diciembre de 1994 (f. 38 y 367).

10.10. El 16 de agosto de 1995 se llevó a cabo reunión del comité técnico operativo del proyecto de mejoramiento de la microcuenca La Yesca, en la cual la interventoría presentó la resolución n.o 2525 del 4 de mayo de 1995 del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, por medio de la cual se actualizan los sueldos y tarifas de los contratos de consultoría y solicitó a la entidad autorización para su aplicación. Se registró en el acta que “CODECHOCÓ acoge la resolución del MOPT No. 2525 de 1995 y solicitó mayor información acerca de dichos reajustes para los años de 1992, 1993 y 1994” (f. 41).

10.11. El interventor y el contratista suscribieron el acta de tarifas n.o 2 que sería válida del 1º de enero al 31 de diciembre de 1995, en la cual se determinaron las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos, con base en la resolución n.o 002525 del 4 de mayo de 1995 del Ministerio de Transporte. El representante legal de CODECHOCÓ no suscribió esta acta (f. 45). 

10.12. El interventor y el contratista suscribieron un “acta de terminación del contrato”, en la cual se lee que el 14 de julio de 1996, el contratista hizo entrega final de los trabajos, planos e informes a CODECHOCÓ y presentó las garantías de calidad del servicio y pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales (f. 57). 

10.13. Las partes suscribieron el acta mensual de costos n.o 8, contentiva del reajuste de tarifas durante los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de 1994, en la cual consta que “El interventor después de revisar los soportes correspondientes para el cálculo de los reajustes, los aprueba por encontrarlos correctos en su realización y por consiguiente ordena su pago mediante la presenta Acta, conforme con la relación de los costos que a continuación se detallan” (f. 328).

10.14. El 16 de diciembre de 1994, CODECHOCÓ canceló la cuenta de cobro que por valor de $ 10 331 166 presentó la contratista, por concepto de los reajustes durante los meses de febrero a junio de 1994 (f. 331, 345 y 346). 

10.15. La calidad de los productos entregados por la sociedad consultora C&H Ltda., fue buena, según se desprende del informe de interventoría presentado el 26 de marzo de 1996 por la sociedad Interproyectos Ltda., a CODECHOCÓ, en el cual manifestó que “Podemos igualmente comunicar a CODECHOCÓ que la calidad de los productos entregados por C&H Ltda. ya revisados por la Interventoría, una vez se culminan las correcciones a las observaciones presentadas, cumplen satisfactoriamente con los estándares profesionales para este tipo de trabajos” y de la declaración rendida en el presente proceso por el gerente de la firma interventora, quien manifestó que la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos Ltda., “(…) dio cumplimiento a los trabajos de consultoría contemplados en el contrato”, teniendo en cuenta que por decisión del comité técnico operativo, en virtud de las limitaciones presupuestales de CODECHOCÓ, fueron recortadas sus labores, debiéndose concentrar el consultor “(…) en la culminación de la ejecución de los diseños de ingeniería de las obras, mientras que se recortaba el (sic) alcance de los trabajos aquellas otras labores que estaban programadas para ser ejecutadas en la fase final de la consultoría, relacionadas principalmente con la gestión institucional y con la preparación y coordinación de acciones tendientes a la ejecución del proyecto (…). El día 14 de julio de 1996 la Cía. C.&H. hizo entrega a CODECHOCÓ de la totalidad de los originales de los planos definitivos del proyecto y de los informes finales con aprobación de la interventoría” (f. 247 y 248, y f. 2, anexo 2). 

10.16. CODECHOCÓ se abstuvo de suscribir el acta con las nuevas tarifas para 1995, debido a limitaciones presupuestales, por lo cual la interventoría propuso una solución temporal para el pago de los reajustes de las actas de 1995, consistente en que  “(…) C&H Ltda. reemplazara las cuentas con tarifas MOPT 1995 por tarifas MOPT 1994, las cuales estaban aprobadas por CODECHOCÓ, continuara con tales tarifas 1994 en los meses de octubre/95 y noviembre/95, últimos dos meses de facturación del Contrato de Gerencia del Proyecto (…) y, finalmente, presentara la cuenta por el reajuste Enero/95 hasta noviembre/95 una vez CODECHOCÓ lograra la consecución de recursos adicionales y aprobara la mencionada Resolución. Conversaciones de la interventoría con CODECHOCÓ y con C&H llevaron a aceptar la fórmula propuesta y consecuentemente, a aplicarla” (informe de interventoría, f. 6, anexo 2). 

10.17. Los reajustes de las actas mensuales de enero a noviembre de 1995 a que tiene derecho la sociedad consultora
 –actas 13 a 23-, contenidos en el acta n.o 24 de reajuste 94-95, -que no fue aprobada por CODECHOCÓ, f. 277
- ascienden a $ 77 678 310, según se desprende de lo informado por la interventoría a la entidad contratante y lo establecido en el dictamen pericial practicado en este proceso, en el cual se efectuó la liquidación de los reajustes de conformidad con la resolución n.o 002525 de 1995 del Ministerio de Obras Públicas y Transporte (f. 403 y f. 7, 13 y 14, del anexo 2, en los que reposa el acta mensual de costos n.o 24 elaborada por la consultoría, la cual contiene la liquidación de los reajustes de los mencionados meses de 1995 debidamente justificada por la interventoría y la cuenta de cobro por este concepto).

10.18. El 11 de octubre de 1996, el interventor solicitó al director de CODECHOCÓ que procediera a liquidar el contrato de consultoría así como el de interventoría, para lo cual le había enviado desde agosto unos proyectos de acta de finalización del contrato 007 de 1992 y en septiembre un proyecto de liquidación (f. 263). 

10.19. El 25 de octubre de 1996, el interventor del contrato suscribió una constancia de recibo de trabajos del contrato n.o cc 007-92 proyecto La Yesca en los mismos términos de la anterior acta, en la cual se registró que para la revisión de los trabajos desarrollados por el contratista, se tuvo en cuenta que el comité técnico operativo del proyecto, el 16 de agosto de 1995, había establecido que debido a limitaciones presupuestales de CODECHOCÓ, el trabajo de consultoría de C&H Ltda., no debía prolongarse más allá de noviembre de 1995, efectuándose un recorte al alcance de sus trabajos y se acordó que el consultor no podía facturar trabajos con posterioridad a dicho mes. También se tuvieron en cuenta los documentos, planos e informes finales entregados por el contratista en la reunión del comité técnico operativo del proyecto La Yesca el 10 de abril de 1996, a los cuales se les hicieron algunas observaciones que fueron atendidas por el consultor, por lo cual el interventor firmó los planos originales definitivos. El 14 de julio de 1996, el consultor entregó a CODECHOCÓ la totalidad de los originales de los planos de diseños definitivos del proyecto y los informes finales, siendo ésta la fecha de entrega final de los trabajos objeto del contrato. Sobre los pagos efectuados al contratista, se consignó (f. 285):

El valor final del Contrato corresponde a la suma del valor de las cuentas presentadas por el Consultor y aprobadas por la Interventoría y por CODECHOCÓ, suma que asciende a la suma de $ 730.594.700=, ya pagada al Consultor. Sin embargo se encuentra pendiente de definición por parte de la Dirección General de CODECHOCÓ la aprobación de la cuenta final No. 24 correspondiente al pago del reajuste de tarifas de 1994 a 1995. de ser aprobada esta última cuenta en el proceso de liquidación final del contrato, el valor total de los trabajos efectuados y del contrato ascendería a un valor total de $ 808.273.010=.

10.20. El 29 de abril de 1997, el interventor envió para su estudio a CODECHOCÓ, un proyecto de acta bilateral de terminación del contrato y un proyecto de liquidación unilateral del mismo (f. 268 y 274). 

10.21. El contratista y el interventor suscribieron un acta de terminación y recibo de los trabajos, que le fue enviada al director de CODECHOCÓ, quien se abstuvo de suscribirla (f. 269).

 III. El problema jurídico

11. Con fundamento en los hechos probados y el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, le corresponde a la Sala establecer si la demanda fue presentada en debida forma y oportunamente; de ser así, si la entidad demandada incumplió o no con sus obligaciones relativas al pago de las actas de reajuste para los meses de enero a noviembre de 1995, en los términos pactados en el contrato.

IV. Análisis de la Sala 

La caducidad de la acción

12. El Código Contencioso Administrativo en su artículo 136 –modificado por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989- establecía
 que las acciones relativas a contratos caducarían en dos años de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirvieran de fundamento.

13. Esta disposición no hacía distinción alguna frente a las diferentes circunstancias que se pueden presentar en los asuntos contractuales, lo cual condujo a que la jurisprudencia
 efectuara una interpretación que luego fue acogida por el legislador
, en el sentido de que en aquellos eventos en los cuales se está frente a contratos de tracto sucesivo susceptibles de liquidación, el término de caducidad de la acción encaminada a realizar reclamaciones derivadas de los mismos, debe contabilizarse a partir del momento en que dicha liquidación se produce, bien sea en forma bilateral, o unilateralmente por la administración, cuando no se logra un acuerdo con el contratista.

14. Esto se explica en razón de la armonía y entendimiento que se requiere entre las partes para llevar el contrato a buen término y sin tropiezos, razón por la cual, la interpretación de la norma relativa a la contabilización del término de caducidad de la acción contractual, no puede conducir a que el contratista se vea abocado a estar demandando a la entidad contratante con quien lo une un contrato en plena ejecución, frente a cada motivo de inconformidad que surja en el cumplimiento de las obligaciones a cargo de las partes, lo cual no sirve sino para enturbiar la relación negocial, entorpecer la buena marcha de las labores del contratista, poner en riesgo la culminación del objeto contractual y consecuentemente, afectar la correcta prestación del servicio a cargo de la administración. En palabras de la jurisprudencia:

La Sala se aparta de la tesis que llevó al tribunal a declarar la caducidad parcial de la acción, por cuanto la relación negocial entre las partes fue una sola, iniciada con la suscripción del contrato y definitivamente terminada, con la liquidación final lograda de mutuo acuerdo. Es apenas en el momento de realizarse éste último acto, ya sea de mutuo acuerdo o unilateralmente en caso de no lograrse el concurso, cuando las partes saben en que estado financiero quedaron, si están o no conformes con las cuentas liquidadas. Para el contratista este momento es particularmente importante, dado que es la oportunidad en la cual conoce con certeza cuánto se le va a pagar y que reconocimientos económicos le hará la administración.

Pretender que el término de caducidad corra en forma independiente para cada pago que se haga en la ejecución del contrato, afectaría la relación entre los contratantes, dado que atenta la confianza que debe existir entre ellos para que pueda lograrse la satisfactoria ejecución del contrato. Esta finalidad no se lograría si el contratista, inclusive durante la ejecución misma del contrato se ve obligado a estar demandando a la administración contratante por cada pago que reciba y con el cual no está de acuerdo. 

En la ejecución de los contratos estatales debe darse especial importancia a la confiabilidad que los contratantes se ofrecen y que les permite conciliar, en el momento de la liquidación final, los conflictos que entre ellos se presenten. Es apenas razonable que el contratista, a quien le interesa mantener una buena relación con la contratante, espere a terminar la relación contractual, para decidir si demanda o no, a la administración
.
15. En consecuencia, la oportunidad para demandar respecto de aquellas reclamaciones que no hubiesen sido efectivamente resueltas en esta actuación final, será de 2 años contados a partir de la liquidación del contrato, bien sea que se produzca de común acuerdo o unilateralmente por la administración, o en defecto de la misma, una vez vencido el término máximo para liquidarlo. 

16. Lo anterior significa que si bien la inconformidad del contratista, en el presente caso, fue frente al no pago de los reajustes de las actas de los meses de enero a noviembre de 1995, lo que en principio conduciría a pensar que es a partir de cada una de esas actas que debiera computarse el término de caducidad para reclamar por su no pago, ello no es así, pues aún faltaba que se pusiera punto final a la relación negocial mediante la respectiva liquidación, en la cual habría podido la administración reconocer a favor de su contratista los montos que hubieran quedado pendientes de pago. 

17. Ahora bien, se observa que para la época de celebración del contrato objeto de la presente litis, la ley no establecía un término para proceder a la liquidación de los contratos que, de conformidad con la misma, debían ser objeto de esta actuación; el Decreto-Ley 222 de 1983, norma aplicable al contrato celebrado por las partes -pues fue celebrado por un establecimiento público del orden nacional, en 1992, es decir antes de entrar en vigencia el actual estatuto de contratación estatal, Ley 80 de 1993 y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley 153 de 1887, en todo contrato se entienden incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración-, disponía:

Artículo 287°. De los casos en que procede la liquidación- Deberá procederse a la liquidación de los contratos en los siguientes casos: 

1. Cuando se haya ejecutoriado la providencia que declaró la caducidad. 

2. Cuando las partes den por terminado el contrato por mutuo acuerdo, lo cual podrá hacerse en todos los casos en que tal determinación no implique renuncia a derechos causados o adquiridos en favor de la entidad contratante. 

3. Cuando se haya ejecutoriado la providencia judicial que lo declare nulo. 

4. Cuando la autoridad competente lo declare terminado unilateralmente conforme al artículo 19 del presente estatuto. 

Además de los casos señalados, y si a ello hubiere lugar, los contratos de suministros y de obras públicas deberán liquidarse una vez que se hayan cumplido o ejecutado las obligaciones surgidas de los mismos. 


Artículo 288°. De las personas que deben efectuar la liquidación- Cuando a ello hubiere lugar, deberán liquidar los contratos el jefe de la entidad contratante, o quien él encargue por resolución; el contratista y en el evento en que éste se negare, el interventor, o quien haga sus veces. El acta de liquidación se pondrá a disposición de la Contraloría General de la República, para efectos del control posterior.


Artículo 289°. Del contenido de la liquidación - Las diligencias de liquidación, que siempre constará en actas, determinarán las sumas de dinero que haya recibido el contratista y la ejecución de la prestación a su cargo. 

Con base en dichas actas se determinarán las obligaciones a cargo de las partes, teniendo en cuenta el valor de las sanciones por aplicar, o las indemnizaciones a favor del contratista, si a ello hubiere lugar, todo de conformidad con lo acordado en el respectivo contrato. 

Si no hubiere acuerdo para liquidar un contrato, se tendrá por firme la liquidación presentada por la entidad contratante, la cual se expedirá mediante resolución motivada que estará sujeta a los recursos ordinarios por la vía gubernativa. 

El acta final de liquidación, que deberá ser aprobada por el jefe de la entidad contratante, si él no hubiere intervenido, presta mérito ejecutivo ante la jurisdicción coactiva contra el contratista y su garante en cuanto de ella resultaron obligaciones económicas a su cargo. 

18. Dado que no decían las normas cuál era el término para llevar a cabo la liquidación de los contratos, fue la jurisprudencia la que determinó que la misma debía producirse de común acuerdo entre las partes en un plazo prudencial de 4 meses contados a partir del vencimiento del contrato, de los cuales 2 se requerían para que el contratista presentara la documentación adecuada para la liquidación y otros dos para que el trabajo se hiciera conjuntamente; y si ello no era posible, la entidad contaría con otros dos meses, para proceder a la liquidación unilateral a través de resolución debidamente motivada, es decir que había un plazo de 6 meses para llevar a cabo la liquidación bilateral o unilateral -sin que ello implicase que la administración perdiera competencia para liquidarlo aún vencidos los referidos 2 meses-, transcurrido el cual, podía solicitarse la liquidación judicial del contrato
.

19. En consecuencia, una vez liquidado el contrato o transcurrido el mencionado plazo de 6 meses sin que se hubiera producido su liquidación, era cuando empezaba a contabilizarse el término de caducidad de la acción contractual, en aquellos eventos en los que se pretendía elevar reclamaciones derivadas de contratos susceptibles de ser liquidados.

20. En el presente caso, el contrato de consultoría tenía un plazo de 24 meses a partir del acta de iniciación, la cual fue suscrita el día 7 de febrero de 1994, lo que significa que el término vencía el 7 de febrero de 1996, momento a partir del cual empezaba a correr el plazo máximo de 6 meses para su liquidación, que vencía el 7 de agosto de 1996, siendo éste el momento a partir del cual deben contabilizarse los dos años del término de caducidad de la acción contractual, los cuales iban hasta el 7 de agosto de 1998 y dado que la demanda fue presentada el día 10 de diciembre de 1997 (f. 21), resulta evidente su oportunidad.

21. Ahora bien, la parte demandada adujo que la acción referente a las pretensiones que fueron incluidas en la reforma de la demanda, ya estaban caducadas, pues se elevaron por fuera de los dos años que contempla la ley, afirmación frente a la cual basta con verificar que, en realidad, la parte actora no introdujo nuevas pretensiones en la reforma de la demanda sino que se limitó a corregir un error que había quedado en el libelo inicial, pues en la pretensión cuarta, al enlistar las actas de reajuste 13 a 23, se omitió consignar el valor de las actas números 13 a 19, a pesar de lo cual se presentó el valor total de la suma de todas las actas, es decir el monto de $ 77 678 310, que obviamente no resultaba de sumar los valores de las actas que sí fueron consignados en la pretensión (f. 2). No obstante, en la corrección de la demanda, se incluyeron los valores faltantes y al hacer la sumatoria, da el monto objeto de la reclamación (f. 169). 

El perfeccionamiento del contrato

22. Como se advirtió en los hechos probados -párrafo 10.5-, las partes a través de un contrato adicional, pactaron modificar la forma de perfeccionamiento del contrato. Al respecto, es necesario advertir que el contrato de consultoría celebrado por CODECHOCÓ y la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda., fue suscrito el 27 de julio de 1992, época para la cual se hallaba vigente el Decreto-Ley 222 de 1983, el cual fue expedido por el gobierno en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas por la Ley 19 de 1982 para reformar el régimen de contratación administrativa. 

23. Dicho decreto consagró una clasificación de los contratos celebrados por la administración pública, según la cual los mismos se dividían en contratos administrativos y contratos de derecho privado de la administración y es así como en el artículo 16, estableció que eran contratos administrativos los de concesión de servicios públicos, los de obras públicas, los de prestación de servicios, los de suministros, los interadministrativos internos que tuvieran estos mismos objetos, los de explotación de bienes del Estado, los de empréstito, los de crédito celebrados por la Compañía de Fomento Cinematográfico -FOCINE-, los  de conducción de correos y asociación para la prestación del servicio de correo aéreo y los que celebraren las instituciones financieras internacionales públicas, entidades gubernamentales de crédito extranjeras y los organismos internacionales, con entidades colombianas, cuando no se les considerare como tratados o convenios internacionales; y que eran contratos de derecho privado de la administración los demás, a menos que ley especial dispusiera en sentido contrario, y que en sus efectos estarían sujetos a las normas  civiles, comerciales y laborales, según la naturaleza de los mismos, salvo en lo concerniente a la caducidad.
24. De acuerdo con lo anterior, los contratos de derecho privado de la administración, entre los cuales se hallaba el de consultoría, al no estar enlistado en la enunciación taxativa del artículo 16, se regían por las normas de derecho privado pero sólo en cuanto a sus efectos, porque en relación con su formación y perfeccionamiento, se hallaban sujetos a las normas del estatuto de contratación administrativa.

25. Al respecto, el artículo 25 del mencionado estatuto, establecía:

ARTICULO 25. DE LOS REQUISITOS. Salvo disposición legal en contrario, la celebración de contratos escritos, administrativos y de derecho privado de la administración, se someterá a los siguientes requisitos:

a) Presentación por el oferente del paz y salvo por concepto de impuestos sobre la renta y complementarios, desde el momento de formular la propuesta; 

b) Licitación o concurso de méritos;

c) Registro presupuestal;

d) Constitución y aprobación de garantías;

e) Concepto del Consejo de Ministros;

f) Firma del Presidente de la República;

g) Revisión del Consejo de Estado;

h) Publicación en el DIARIO OFICIAL y pago de los derechos de timbre.

PARAGRAFO.  Es  entendido que  además  de los requisitos  previstos en este artículo deberán cumplirse los especiales que se señalen para determinados contratos.

26. Obviamente, los anteriores requisitos no eran obligatorios en todos los contratos sino en aquellos para los cuales fueran exigibles, dependiendo de la clase y cuantía del contrato, pues no en todos debía agotarse el procedimiento de licitación ni para todos operaban los mismos requisitos de perfeccionamiento; es así como el artículo 51, establecía:

ARTICULO 51. DEL PERFECCIONAMIENTO DE LOS CONTRATOS.  Salvo disposición  en contrario, los contratos a los cuales se refiere este estatuto se entienden perfeccionados con la ejecutoria de la providencia del Consejo de Estado que los declare ajustados a la ley; si no requieren revisión del Consejo de Estado, con la aprobación de las fianzas de que trata el inciso primero del artículo 48
; y si no requieren constitución de fianzas, con el correspondiente registro presupuestal, si hay lugar a él, o una vez suscritos. (La Sala resalta).

27. Y en relación con los conceptos previos y autorizaciones como requisitos de formación de los contratos, se disponía:

ARTÍCULO 49. DEL CONCEPTO DEL CONSEJO DE MINISTROS.  Cumplidos los requisitos y las formalidades establecidas en los artículos precedentes, los contratos celebrados por la nación cuya cuantía sea o  exceda de cincuenta millones de pesos ($ 50.000.000.00) o su equivalente   en moneda extranjera, requieren concepto favorable del Consejo de Ministros previo el estudio de la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República. Los celebrados por otras entidades públicas requerirán el concepto mencionado cuando así lo disponga expresamente el presente estatuto.

Los contratos escritos de la Nación deberán someterse a la firma del Presidente de la República, si esta función no hubiere sido delegada.

ARTÍCULO 50. DE LA REVISION DEL CONSEJO DE ESTADO. Los contratos de la Nación cuya cuantía sea o exceda de cincuenta millones de pesos ($ 50.000.000.00) o su equivalente en moneda extranjera deben someterse a la revisión de legalidad del Consejo de Estado. Los celebrados por otras entidades públicas se someterán a esta revisión cuando así lo disponga expresamente el presente estatuto. (La Sala subraya).

28. Por otra parte, se observa que el Decreto-Ley 222 de 1983 reguló el contrato de consultoría en sus artículos 115 a 129, normas a través de las cuales procedió a definir esta clase de contratos (art. 115) y a disponer: i) que los consultores debían ser seleccionados a través de concurso de méritos (art. 116), ii) la participación de las universidades en tales procedimientos de selección de consultores (art. 117), iii) los casos en los cuales se podía contratar directamente a un consultor (art. 118), iv) la procedencia de la revisión de precios en los contratos de consultoría (art. 119), v) las personas con las cuales no se puede celebrar esta clase de contratos (art. 122), vi) las calidades, atribuciones y responsabilidades del interventor (arts. 120, 121,  123, 124 y 125), vii) la protección a la consultoría nacional y la participación de la consultoría extranjera (arts. 126 y 127), viii) el registro de consultores y la transferencia de tecnología en esta clase de contratos (arts. 128 y 129). No obstante, en esta regulación del contrato de consultoría, el estatuto de contratación administrativa no dispuso nada distinto ni especial en relación con los requisitos de perfeccionamiento, frente a las disposiciones generales del estatuto para todos los contratos administrativos y de derecho privado de la administración.

29. Es decir que, en cuanto al perfeccionamiento de los contratos de consultoría, resultaban aplicables las normas generales del Decreto-Ley 222 de 1983 ya enunciadas, de cuya interpretación se deduce que, al no ser el contrato C.C. 007 de 1992 suscrito entre las partes, un contrato celebrado por la Nación sino por otra persona jurídica pública, no se requería como requisito de formación del contrato ni el concepto del consejo de ministros ni la revisión del Consejo de Estado a los que se refieren los artículos 49 y 50 de dicho decreto, pero sí se exigía en él la garantía de cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, por lo cual, al tenor de lo dispuesto por el artículo 51 ibídem, el contrato se perfeccionaba con la aprobación de dicha garantía de cumplimiento, la cual se produjo, como ya se dijo –párrafo 10.2-, el 25 de septiembre de 1992. 

Régimen jurídico del contrato

30. El contrato de consultoría objeto de la presente controversia fue celebrado por la Corporación Nacional para el Desarrollo del Chocó
 con la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda., el 27 de julio de 1992, razón por la cual, como ya se dijo –párrafo 17-, se regía por las normas del Decreto-Ley 222 de 1983, anterior estatuto de contratación de la administración pública, en cuyo artículo 115 se estableció que:

Del objeto del contrato.- Son contratos de consultoría los que se refieren a estudios requeridos previamente para la ejecución de un proyecto de inversión, a estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas y de coordinación.

Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, la asesoría misma en el desarrollo de los contratos de consultoría y la ejecución de estudios, diseños, planos, anteproyectos, proyectos, localización, asesorías, coordinación o dirección técnica y programación de obras públicas. 

31. El Decreto 1522 de 1983, “por el cual se dictan normas sobre registro de proponentes y concurso de méritos”, contenía la regulación del proceso de selección de consultores a través de concurso de méritos y algunas disposiciones sobre esta clase de contratos, como el artículo 33, relativo al costo del contrato de consultoría, que disponía que:

El costo total del contrato debe cubrir íntegramente los costos directos derivados de la ejecución de la consultoría y el estimado de los indirectos y la utilidad del consultor. 

Para definir el costo del contrato, los de operación del consultor se clasificarán así:

Costos directos del personal del proyecto: Los cuales están constituidos por los salarios del personal profesional, técnico y auxiliar asignado para ejecutar labores directamente en el contrato.

El personal aquí incluido debe tener vinculación laboral con el consultor; sus prestaciones sociales o laborales se presentarán en forma separada y se cubrirán con el factor multiplicador cuando se utilice este sistema de cálculo.

Otros costos directos: En estos costos se incluyen el de otros insumos requeridos para la ejecución del contrato, tales como honorarios por servicios pagados por el consultor, gastos de viaje, acarreos y transportes, alquiler de equipos, suministros de material y los insumos que se presupuesten como necesarios para la normal ejecución del contrato.

Costos indirectos: Corresponden a aquellos gastos que tiene la organización del consultor para poder ofrecer la disponibilidad de su servicio.

Utilidad: Es el beneficio económico que recibe el consultor por ejecutar el contrato.

32. El artículo 34 de dicho Decreto 1522, establecía a su vez, los factores y criterios sobre costos de la consultoría, en los siguientes términos:

En el cálculo de los costos directos se tendrán como guía, cuando existan, las tarifas que con aprobación del gobierno se hayan determinado por las asociaciones que tengan el carácter de cuerpo consultivo del mismo o, en defecto de aquellas, por las tarifas que determine la entidad delegada para tal efecto por el gobierno.

Para cubrir los costos de provisión laboral prestacional, los costos indirectos y la utilidad del consultor, podrá utilizarse el método del factor multiplicador. Este consiste en un factor que, aplicado a los costos directos de personal, arroja un monto que cubre los anteriormente mencionados. Adicionalmente, podrá reconocerse hasta un diez por ciento (10%) de los otros costos directos para cubrir los gastos de administración de los mismos.

La entidad contratante podrá utilizar otros métodos técnicos que reflejen, sobre base cierta, el costo del contrato.

33. Finalmente, el artículo 35 ibídem, regulaba los sistemas de retribución en los contratos de consultoría, estableciendo que el reconocimiento del valor total del contrato podía efectuarse teniendo como guía las siguientes formas:

33.1. Reconocimiento y reembolso de costos directos más el monto resultante de los salarios afectados por el multiplicador, más el reconocimiento de la administración de los costos directos diferentes al personal;

33.2. Un valor o monto fijo, el cual se pagaría periódicamente;

33.3. Una tarifa total por día o por hora;

33.4. El reembolso de los costos directos más una suma fija acordada;

33.5. Las partes podrían acordar otro sistema que, sobre bases ciertas, estableciera la retribución del costo del contrato. 

34. Por su parte, el artículo 119 del Decreto-Ley 222 de 1983, en relación también con la remuneración de los contratos de consultoría, disponía:

Art. 119. De la revisión de precios en el contrato de consultoría. En los contratos de consultoría se podrán pactar revisiones periódicas de los precios, en los términos previstos en este estatuto para los contratos de obras celebrados a precio global o por precios unitarios.

35. Esta norma se refería al artículo 86 del mismo estatuto, que era del siguiente tenor:

Art. 86. De la revisión de precios.- En los contratos celebrados a precio global o por precios unitarios, se podrán pactar revisiones periódicas de los mismos en función de las variaciones que ocurran en los factores determinantes de los costos.

Cuando ello fuere posible, la revisión se efectuará mediante fórmulas matemáticas incorporadas en el respectivo contrato en la forma que lo determine el reglamento.

En ningún caso la suma de los reajustes podrá ser superior al ciento por ciento (100%) del valor original del contrato, a menos que la fórmula pactada fuere matemática.

Las revisiones se consignarán en actas que suscribirán las partes y se reconocerán con el índice de ajuste correspondiente al mes anterior a aquel en que se pague la obra ejecutada, cuanto ésta corresponda por lo menos a la cuota-parte del plan de trabajo previsto en el contrato. 

Los reajustes de precios

36. El reajuste de precios es una figura de común utilización en los contratos de tracto sucesivo con un plazo de duración más o menos largo, como es el de consultoría, que requiere del paso del tiempo para la ejecución de sus prestaciones, circunstancia que propicia que los precios inicialmente pactados se puedan ver afectados por fenómenos económicos como son los inflacionarios, aumento de costos, etc., contratos que por su misma naturaleza, implican pagos periódicos, de acuerdo con el avance de la ejecución de las prestaciones, tal y como sucede en contratos de obra pública, de suministro, etc. 

37. La ecuación contractual surgida al momento de suscribir el respectivo negocio jurídico, se puede ver afectada por el aumento de los costos que se presente entre ese momento y el tiempo de ejecución de las prestaciones, de tal manera que el contratista va a incurrir en realidad en mayores costos. Tratándose como se trata de una situación previsible para las partes, se acude a la inclusión de fórmulas en los contratos, que pueden ser matemáticas, tal y como lo establecía el Decreto-Ley 222 de 1983 en las normas que se acaban de enunciar, mediante las cuales puedan reajustarse periódicamente esos precios unitarios obedeciendo a las variaciones de sus componentes en el mercado, de tal manera que correspondan a la realidad de los costos en el momento de ejecución de las prestaciones a cargo del contratista. 

38. En el presente caso, las partes celebraron un contrato de consultoría en el que se pactó un plazo de ejecución de dos años, y como forma de pago, se acordó la presentación de cuentas mensuales, respaldadas por las respectivas actas de costos de la consultoría aprobadas por el interventor, lo cual hacía conveniente el pacto de fórmulas de reajuste que conservaran los precios iniciales en su valor real, tal y como lo hicieron las partes en el parágrafo de la cláusula cuarta del contrato, en el cual, teniendo en cuenta que las tarifas para salarios, jornales, viáticos, primas regionales y alquileres de vehículos y equipos acordados en la propuesta económica negociada, fueron establecidas para el año 1992, se pactó que dichas tarifas se reajustarían anualmente a partir del 1º de enero de 1993, mediante acta suscrita entre CODECHOCÓ y el consultor, previa autorización del comité técnico y que para tal reajuste, se tendría en cuenta la resolución del Ministerio de Obras Públicas y Transporte, que fijaba los sueldos y demás gastos en los contratos de consultoría. 

39. Se observa que, no sólo el plazo del contrato fue de dos años, sino que además, la iniciación de su ejecución se tardó mucho tiempo, toda vez que a pesar de haber quedado perfeccionado en septiembre de 1992, cuando se aprobó la garantía de cumplimiento por parte de la entidad demandada, el acta de iniciación sólo se produjo en febrero de 1994, lo cual significa que los costos acordados al adjudicar y celebrar el contrato con la sociedad demandante, ya no eran los mismos para la época de ejecución de las prestaciones y mucho menos lo serían para cuando transcurrieran los dos años de ejecución, lo que demuestra la utilidad y necesidad de efectuar los ajustes anuales pactados en el contrato. 

40. En el sub-lite, se acreditó que la entidad demandada efectuó los pagos correspondientes a la primera acta de reajuste, la número 8, que fue elaborada con fundamento en el acta de tarifas n.o 1 suscrita por las partes, en aplicación de lo dispuesto por el Ministerio de Obras Públicas y Transporte en la resolución n.o 002333 de 1994; sin embargo, la entidad no probó que se hubiera pagado la segunda acta de reajustes, esto es, la número 24, correspondiente a las actas mensuales 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23, por los meses de enero a noviembre de 1995, la cual ascendió a $ 77 678 310. Todo lo contrario, consta en el plenario que la misma no fue cancelada por CODECHOCÓ, por no contar con los recursos presupuestales necesarios para ello y sin brindar ninguna otra explicación plausible, que justificara tal decisión, limitándose la defensa a asegurar –sin haberlo probado- que el no pago obedeció a que el contratista no presentó la cuenta de cobro en debida forma.

41. Ahora bien, la falta de presupuesto no constituye una circunstancia que releve a la administración de su obligación de pagar los contratos que celebra, puesto que es de su incumbencia contar con las partidas presupuestales necesarias para ello; no puede aducirse frente a sus contratistas como un evento de fuerza mayor, ya que no se trata de un evento imprevisto e imprevisible, todo lo contrario, hace parte del deber de planeación que pesa sobre la entidad en la gestión de su contratación y será de su exclusivo resorte la consecución de los recursos necesarios para responder por las obligaciones contraídas. 

42. Toda ejecución contractual supone la existencia de un respaldo presupuestal suficiente, ya que ningún contrato  podrá ejecutarse antes de su perfeccionamiento y para lograr este fin, debe llenar requisitos como la apropiación presupuestal que demande su ejecución, siendo obligación de la entidades incluir las partidas necesarias en su proyecto anual de gastos
, tal y como lo disponía el Decreto-ley 222 de 1983 en su artículo 66, en el cual imponía a las entidades estatales contratantes el deber legal de incluir en sus presupuestos anuales de gastos las partidas necesarias para la ejecución de sus contratos y la obligatoriedad de subordinarse a sus montos
. Y tal y como invariablemente lo ha sostenido la jurisprudencia de la Sala, la falta de disponibilidad presupuestal, es una “(…) razón a todas luces improcedente para negar el pago de una obligación debida, si se tiene en cuenta que el contrato debe contar con disponibilidad presupuestal previa”
.
43. De acuerdo con lo anterior, en el sub-lite se evidencia el incumplimiento contractual de la entidad demandada respecto de su obligación de pagar el valor del contrato en la forma pactada en el mismo, razón por la cual resultaba procedente su condena al pago de los perjuicios ocasionados a la sociedad demandante en la forma en que lo hizo el a-quo, decisión que, en consecuencia, será confirmada, con la salvedad de que el monto de la condena: $ 246 592 421, se actualizará a la fecha de la presente sentencia con aplicación de la fórmula usualmente utilizada por la jurisprudencia para ello:

VA = VH índice final
               índice inicial 

En la cual:

VA = valor actual 

VH = valor histórico

Índice inicial = el IPC vigente para la fecha de la sentencia de primera instancia, 7 de noviembre de 2000.

Índice final = el IPC vigente para la fecha de la presente providencia.

Va = $ 246 592 421  x 110,62
                                     61,70

Va = $ 442 107 838

Monto debido a favor de la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos C.H. Ltda.: cuatrocientos cuarenta y dos millones ciento siete mil ochocientos treinta y ocho pesos m/cte ($442 107 838).

El llamamiento en garantía

44. Observa la Sala que el procurador judicial ante el a-quo formuló llamamiento en garantía en contra del señor Jesús Lacides Mosquera Andrade, quien se desempeñaba para la época de los hechos como director ejecutivo de CODECHOCÓ, “(…) para que responda por la conducta dolosa o culposa en que incurrió, ya que de acuerdo al texto de la demanda de acción contractual, ha venido asumiendo una conducta omisiva en los compromisos adquiridos por la entidad, haciendo posiblemente más gravosa su situación financiera, conducta ésta prohibida por el artículo 26 inciso 1º y 2º de la Ley 80 de 1993 (…) y para que por consiguiente se decrete en caso tal la correspondiente indemnización que ha de pagar a la persona pública demandada y condenada (…)”. 

45. No obstante, el Tribunal a-quo se abstuvo de resolver sobre este llamamiento en garantía; en efecto, en la parte motiva se refirió al mismo, manifestando:

Del estudio del acervo probatorio, la Sala advierte, tal como lo manifestó en e considerando 6, de este proveído, que el llamado en garantía en su calidad de Director Ejecutivo de la entidad contratante, no desarrolló ninguna de las actividades inherentes a la dirección y control que por ley le corresponden durante el desarrollo del contrato, que le permitieran a la entidad cumplir con las obligaciones contractuales adquiridas en virtud del contrato celebrado, en su calidad de representante legal, como son las encaminadas al cumplimiento propiamente dicho del contrato, las financieras que le imponían la de asegurar los recursos para el pago oportuno de los compromisos adquiridos, las legales tales como el recibo, terminación y liquidación del contrato, a pesar de las reiteradas solicitudes que le hiciera la firma interventora, para obtener algún pronunciamiento que permitiera tomar decisiones oportunas. Tal conducta omisiva, implicó para la entidad el incumplimiento del contrato y consecuencialmente la indemnización para el contratista, por lo que se haya responsable y se abrá de condenar a la repetición (…).

Tal como se anotó, se encuentra demostrada la conducta omisiva en que incurrió el director ejecutivo de Codechocó durante el desarrollo del contrato de Consultoría, razón por la cual se ordenará oficiar al Procurador Delegado para la Contratación Administrativa a fin de que si lo estima del caso inicie la acción de repetición en los términos del art. 90 de la Carta Política (…).

46. Y en la parte resolutiva del fallo, el a-quo se limitó a establecer:  

6º. OFICIAR a la Procuraduría Delegada para la Contratación Administrativa y al Director Ejecutivo de la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” a fin de que si lo estiman conveniente inicien la acción de repetición en los términos del art. 90 de la Carta Política. 

47. De acuerdo con lo anterior, el Tribunal Administrativo Sala de Descongestión, se abstuvo de resolver sobre la situación del llamado en garantía, tal y como le correspondía.

48. Al efecto, vale la pena recordar que en virtud de lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política, en los procesos contencioso administrativos adelantados contra las entidades estatales, éstas se encuentran en el deber de repetir en contra de los servidores o ex servidores por cuya actuación dolosa o gravemente culposa aquellas se hayan visto obligadas a pagar indemnización de perjuicios, en virtud de sentencia judicial o de conciliaciones judicialmente aprobadas.  

49. Para establecer la responsabilidad de tales funcionarios y lograr de ellos el reembolso total o parcial de lo que la entidad hubiere tenido que pagar, existen dos medios: 

49.1. La acción de repetición
, la cual da lugar a un proceso que se inicia mediante demanda presentada por la entidad estatal que ha sido condenada en un proceso judicial o que en virtud de una conciliación se ha visto obligada a pagar una indemnización a favor de un tercero, demanda que se presenta en contra del funcionario o ex funcionario por cuya actuación dolosa o gravemente culposa se produjo el hecho dañoso que dio lugar al reconocimiento indemnizatorio a cargo del Estado, una vez la administración haya efectuado el pago de la correspondiente indemnización de perjuicios. Dicha acción de repetición, resulta procedente en aquellos casos en los que no se hubiere formulado el llamamiento en garantía dentro del mismo proceso en el que se juzgó y se condenó a la entidad estatal.

49.2. El artículo 217 del Código Contencioso Administrativo
, permite a la parte demandada formular el llamamiento en garantía en los procesos relativos a controversias contractuales y en los de reparación directa. Dicho llamamiento en garantía
, se puede formular en el mismo proceso en el que la entidad es demandada, para que el funcionario o ex funcionario sea vinculado a dicho proceso y una vez establecida la responsabilidad de la administración, se analice la conducta del llamado, para determinar si le cabe o no y en qué grado, responsabilidad por los hechos que dieron lugar a la condena de la entidad, por haber obrado con dolo o culpa grave y haber sido su conducta la causante total o parcial de tales hechos. 

50. En este evento del llamamiento en garantía, surgen entonces dos relaciones procesales perfectamente identificables: De un lado, la controversia suscitada entre el demandante y el demandado, en la cual se debate la responsabilidad de este último frente al primero y que debe ser resuelta en primer lugar, por cuanto de lo que se decida respecto de esta relación litigiosa, dependerá que se analice o no el llamamiento en garantía. De otro lado, se halla el litigio que surge entre la entidad demandada y el llamado en garantía, que habrá de resolverse sólo si de la primera relación procesal surgió una condena a cargo de la parte demandada, caso en el cual, deberá establecerse la responsabilidad del llamado en garantía frente a ella, por lo que se vea obligada a pagar a favor del demandante en el proceso.

51. Lo anterior significa que cuando se formula el llamamiento en garantía, el juez se encuentra enfrentado a dos litigios distintos encauzados dentro del mismo proceso y debe resolverlos cabalmente, en la forma expuesta. Por ello, no es de recibo que si, como en el presente caso, el juez encuentra procedentes las pretensiones de la parte actora y condena a la demandada a indemnizar perjuicios, se abstenga de analizar a renglón seguido, la conducta del llamado en garantía, para decidir en el mismo proveído sobre su responsabilidad frente a la entidad estatal.

52. En el sub-lite, se omitió en la sentencia de primera instancia la decisión sobre la relación procesal entre la entidad demandada y el llamado en garantía, sin que las partes hubieren advertido este defecto o el mismo Tribunal a-quo para proceder a adicionar la sentencia, pues lo dispuesto en la parte resolutiva del fallo, no determina de manera concreta la responsabilidad del funcionario llamado en garantía.

53. El artículo 311 del Código de Procedimiento Civil regula la manera de corregir las omisiones que se presenten en las sentencias proferidas en primera instancia, en estos términos: 

Cuando la sentencia omita la resolución de cualquiera de los extremos de la litis, o de cualquiera otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, dentro del término de ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada dentro del mismo término.

El superior deberá complementar la sentencia del a quo cuando pronuncie la de segunda instancia, siempre que la parte perjudicada con la omisión haya apelado o adherido a la apelación; pero si dejó de resolver la demanda de reconvención o la de un proceso acumulado, le devolverá el expediente para que dicte sentencia complementaria. 

54. Por resultar procedente, en esta oportunidad reitera la Sala lo manifestado en un caso similar:

Considera la Sala que en el caso concreto, no tiene la competencia para complementar el fallo proferido por Tribunal, en relación con la responsabilidad de los llamados en garantía, porque ese no es un extremo de la litis original trabada entre el demandante y la entidad, sino otra relación jurídica procesal diferente, asimilable en los términos del artículo 311 citado, a una demanda de reconvención o a un proceso acumulado, que amerita la devolución del expediente al juez de primera instancia para que lo defina. 

En efecto, como lo ha señalado la Sala en repetidas oportunidades, en materia de responsabilidad estatal, cuando en el juicio se formula llamamiento en garantía, se deben diferenciar dos relaciones jurídicas o juicios de responsabilidad patrimonial: una, la relación en la cual se controvierte y se persigue la responsabilidad directa del Estado por el daño antijurídico ocasionado por la acción u omisión de las autoridades públicas y cuyas partes son la entidad pública en calidad de demandada y la víctima y los afectados en calidad de demandantes; y otra, en la que los extremos son el Estado como demandante y el agente público como demandado, en la que se pretende el reintegro del valor de la indemnización que aquél pague a la víctima del daño, como consecuencia de la actuación dolosa o gravemente culposa de éste con motivo o en ejercicio de sus funciones. 

En consecuencia, se devolverá el expediente al Tribunal de origen para el sólo efecto de que adopte la decisión que en derecho corresponda frente a los llamados en garantía, dado que mediante esta sentencia se pone fin a la relación jurídica trabada entre los demandantes y la entidad pública demandada, es decir, la competencia del Tribunal a quo queda circunscrita a la decisión de la responsabilidad de los llamados en garantía, sin que tenga competencia para volver a pronunciarse sobre este litigio. Con esta decisión se garantiza además el derecho de contradicción de la parte que resulte afectada con la decisión que se adopte en relación con el pleito surgido entre la entidad pública y los llamados en garantía, en el evento de que tengan interés en recurrir esa decisión
.

55. En consecuencia, la Sala ordenará remitir el presente proceso al Tribunal Administrativo para que resuelva exclusivamente el llamamiento en garantía formulado en contra del señor Jesús Lacides Mosquera Andrade. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

MODIFÍCASE la sentencia apelada, esto es la proferida por la Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó, el 7 de noviembre de 2000 y en su lugar se dispone: 

PRIMERO: DECLÁRANSE no probadas las excepciones de caducidad e inepta demanda.

SEGUNDO: DECLÁRASE responsable a la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” por el incumplimiento de las obligaciones asumidas en el contrato de consultoría, celebrado el 27 de julio de 1992 con la sociedad Consultores Civiles e Hidráulicos Ltda. C&H.

TERCERO: Como consecuencia de la declaración anterior, CONDÉNASE a la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” a pagar la suma de CUATROCIENTOS CUARENTA Y DOS MILLONES CIENTO SIETE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y OCHO PESOS M/CTE ($442 107 838).

CUARTO: Declarar liquidado el contrato bajo el entendido de que las partes quedan a paz y salvo.
QUINTO: La Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó “CODECHOCÓ” dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   

SEXTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

SÉPTIMO: DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen para que decida sobre la responsabilidad del llamado en garantía.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
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DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidente
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STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
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RUTH STELLA CORREA PALACIO
� De  acuerdo con lo dispuesto por el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en los procesos contencioso administrativos son aplicables las normas del Código de Procedimiento Civil sobre la admisibilidad de los medios de prueba, la forma de practicarlas y los criterios de valoración. Se observa que el demandante aportó copia simple de varios documentos atinentes al contrato. Ahora bien, al ser requerida la entidad demandada para que enviara todos los antecedentes del negocio jurídico, ha debido aportar la copia autenticada de todos los soportes y documentos respectivos y al no hacerlo -efectuó una remisión parcial, afirmando que el resto se hallaba en poder de la Unidad del Proyecto La Yesca, f. 259-, considera la Sala que se les debe otorgar valor probatorio a las copias aportadas por la parte actora. Al respecto, se puede consultar sentencia del 16 de abril de 2007, expediente AG-025, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, en la cual se dijo: “(…) la Sala considera que cuando una de las partes no cumple con el deber de aportar la copia auténtica de un documento cuyo original se encuentra en su poder o legalmente bajo su guarda y archivo, corre con el riesgo y los efectos que con su conducta omisiva pretendió evitar, que, en el presente caso, se concreta en tener como susceptible de valoración la copia remitida por la parte que desplegó todas las gestiones que estuvieron dentro de su esfera material y jurídica para que la misma fuera remitida al proceso en las condiciones formales requeridas, y dado que el estudio de la misma interesa al proceso en su conjunto. // Es decir que el incumplimiento o renuencia en aportar el documento en dichas condiciones legales pese a la orden judicial proferida por el a quo en tal sentido, acarrea como consecuencia en aplicación del principio de la comunidad de la prueba que deba otorgársele valor o mérito probatorio a las copias aportadas con la demanda, solución procesal que restablece el equilibrio de las partes en el proceso, y que se sustenta en los principios constitucionales de igualdad procesal (art. 13 C.P.), del debido proceso y derecho de defensa (art. 29 de la C.P), y de presunción de buena fe respecto de ellas (art. 83 C.P.), honrando con ella además los deberes de probidad, lealtad procesal y colaboración de las partes en el proceso (art. 71 del C. de P. Civil). // La equidad que debe gobernar la actuación judicial en estas circunstancias (artículo 238 C.P.), determina que se garantice el derecho a la obtención de la prueba que tiene la parte que, como en el sub lite, realizó todo lo que legalmente estuvo a su alcance para la producción en debida forma de aquel elemento de convicción con el que pretende hacer valer sus argumentos, toda vez que no resultan admisibles las conductas procesales en las que la contraparte gozando de una posición privilegiada se abstiene de aportar la prueba, pues ello perturba la investigación de la verdad real en el proceso y, por ende, el correcto y normal funcionamiento de la Administración de Justicia, en contraposición al deber que le atañe a todos los colombianos de colaborar con ésta (numeral 7 del artículo 95 C.P.)”.


� Sobre el reajuste de las actas, el ingeniero Héctor Carlos Parra Ferro, gerente de la sociedad interventora del contrato objeto de la presente litis, declaró en el proceso: “(…) teniendo en cuenta la extensión del contrato éste contempló en la cláusula CUARTA-PARÁGRAFO, que el valor del contrato estaba calculado a las tarifas vigentes para el año 1992 y se contemplaba que tales tarifas se reajustarían anualmente, mediante acta suscrita entre CODECHOCÓ y el consultor previa autorización del comité técnico. Como se puede observar el contrato contemplaba una cláusula para ajuste anual, lo cual, frente al hecho de que la iniciación del contrato demoró cerca de 2 años implicaba mayores valores de los reajustes a las tarifas originales del contrato. Debo aclarar como ingeniero consultor experimentado que el sistema de pago al consultor contemplado en este contrato, denominado sistema de factor multiplicador consistente en el pago de unas tarifas afectadas por un factor multiplicador es de común aplicación en la ingeniería de consulta en Colombia. Igualmente para trabajos que superan un año de duración es práctica común el contemplar una cláusula de reajuste para actualizar las tarifas con índices cercanos a la inflación en el país. (…) para CODECHOCÓ los reajustes contemplados contractualmente fueron representando una carga mayor de la inicialmente prevista (…), se fue quedando sin recursos suficientes para cubrir las obligaciones contractuales del contrato C.C. 007 de 1992” (f. 247). 


� Entre los documentos remitidos al Tribunal a-quo por la entidad demandada, se encuentra un proyecto de acta de liquidación unilateral que fue preparado por el interventor para la firma del director de CODECHOCÓ, en el cual se consignó que “Respecto a la cuenta No. 24 referente a los reajustes de los sueldos y tarifas MOPT de 1994 a 1995 presentada por el contratista, la Dirección General de CODECHOCÓ reitera que no la puede aprobar debido a que no existe la disponibilidad presupuestal correspondiente en la institución y, después de diversas gestiones para lograr aumentar el presupuesto de la Corporación, esto no ha resultado posible hasta la fecha” (f. 274 y 278).


� Norma anterior a las modificaciones introducidas a este Código por la Ley 446 de 1998 y que se hallaba vigente para la fecha de presentación de la demanda.


� Al respecto, la Sala ha sostenido que “(...) Para los contratos, respecto de los cuales se impone el trámite adicional de liquidación, dicho bienio para accionar judicialmente comenzará a contarse desde cuando se concluya el trabajo de liquidación, o desde cuando se agotó el término para liquidarlo sin que se hubiere efectuado, bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración. // La Sala reitera su punto de vista sentado en oportunidades anteriores en el sentido de que los pagos periódicos que deba efectuar la administración como consecuencia de un contrato, no pueden ser mirados como hechos aislados para aplicarles exegéticamente el concepto de caducidad de la acción, sino que deberá aplicarse la solución consignada en el párrafo inmediatamente anterior de esta providencia. Dicho de otra manera, no puede imponérsele al contratista la dura e ilógica tarea de estar presentando demandas sucesivas por los incumplimientos periódicos imputables a la administración (…)”. Sentencia del 8 de junio de 1995, expediente 10634, reiterada en sentencia del 1º de agosto de 2001, expediente 11816, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros.  Se puede  consultar también auto del 30 de mayo de 1996, expediente 11731, C.P. Daniel Suárez Hernández, en el cual se sostuvo que cuando se tratara de reclamar por el no pago de obligaciones periódicas como actas mensuales de obra, el término de caducidad sólo puede empezar a contabilizarse a partir de la liquidación del contrato. 


� El artículo 44 de la Ley 446 de 1998 modificó el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo que consagra el término de caducidad de las distintas acciones y en su numeral 10, referido a la acción contractual, establece que en los contratos de ejecución instantánea la acción debe ejercerse a más tardar dentro de los dos años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato; en los contratos que no requieran de liquidación, a más tardar dentro de los 2 años siguientes contados desde la terminación del contrato por cualquier causa; en los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los 2 años contados desde la firma del acta y si se liquidó unilateralmente, 2 años a partir de la ejecutoria del acto que la apruebe; si se trata de la nulidad absoluta del contrato, ésta podrá alegarse dentro de los 2 años siguientes a su perfeccionamiento, o por un término igual a su vigencia si es superior, sin superar un plazo máximo de 5 años y si se trata de nulidad relativa, el plazo será de 2 años, contados a partir de su perfeccionamiento. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 22 de junio de 1995, expediente 9965, C.P. Daniel Suárez Hernández.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de enero de 1988, expediente 3615, C.P. Carlos Betancur Jaramillo.


� El artículo 48 disponía: “DE LA CONSTITUCION DE GARANTÍAS DEL CONTRATO.  Las garantías exigidas deberán constituirse una vez obtenido el registro presupuestal correspondiente, y requerirán aprobación del Jefe de la entidad contratante o del funcionario delegado. // No obstante lo establecido en este artículo, en los casos en que se deba pactar la constitución de garantías de estabilidad de la obra o calidad del bien o servicio, dicha garantía se otorgará simultáneamente con el recibo de la obra, bien o servicio, a satisfacción por la entidad contratante. Así mismo deberá prorrogarse, por un término no inferior a tres (3) años, la garantía del pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones. La aprobación de esta garantía será condición necesaria para que el acta de recibo produzca efectos legales y contractuales. La garantía sobre manejo y  buena inversión de un anticipo, se otorgará y aprobará una vez perfeccionado el contrato y será requisito indispensable para la entrega del anticipo”.


� Establecimiento público del orden nacional creado por medio del Decreto 760 del 22 de mayo de 1968, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, el cual fue transformado en corporación autónoma regional por el artículo 39 de la Ley 99 de 1993, “por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”, el cual dispuso: “De la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, CODECHOCÓ. Transfórmase la Corporación Nacional para el Desarrollo del Chocó, CODECHOCÓ, en la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, CODECHOCÓ, la cual estará organizada como una Corporación Autónoma Regional sujeta al régimen de que trata el presente artículo”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de octubre de 1994, expediente 8565, C.P. Carlos Betancur Jaramillo.


� El artículo 66 establecía: “Art. 66. De la sujeción a las apropiaciones presupuestales.- en todo contrato que afecte el presupuesto deberá estipularse precisamente que la entrega de las sumas de dinero a que la entidad contratante queda obligada, se subordina a las apropiaciones que de las mismas se hagan en los respectivos presupuestos. // La entidad contratante se comprometerá a incluír las partidas necesarias en su proyecto o proyectos anuales de gastos”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto del 7 de octubre de 2004, expediente 23989, C.P. Alier E. Hernández Enríquez.


� Actualmente consagrada en el artículo 2º de la Ley 678 de 2001, como “(…) una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial”.


� Con posterioridad a la época de la presentación de la demanda que originó el presente proceso, fue expedida la Ley 678 de 2001, “por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición”. En dicha ley, el artículo 19 dispone: “Llamamiento en garantía. Dentro de los procesos de responsabilidad en contra del Estado relativos a controversias contractuales, reparación directa y nulidad y restablecimiento del derecho, la entidad pública directamente perjudicada o el Ministerio Público, podrán solicitar el llamamiento en garantía del agente frente al que aparezca prueba sumaria de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave, para que en el mismo proceso se decida la responsabilidad de la administración y la del funcionario”.


� El llamamiento en garantía, regulado en el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil y aplicable en el proceso contencioso administrativo por expresa remisión del artículo 217 del C.C.A., es una institución que opera a instancia de “quien tenga el derecho legal o contractual de exigir a un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia", caso en el cual podrá pedir la citación de ese tercero.  La norma sujeta el llamamiento en garantía, a lo dispuesto en los artículos 55 y 56 del mismo Código. Particularmente el artículo 55 del C. P.C., establece los requisitos para la denuncia del pleito, que serían los mismos para el llamamiento, y dispone como tales: i) El nombre del denunciado (llamado) y el de su representante si no puede comparecer por sí al proceso. ii) La indicación del domicilio del denunciado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación u oficina, o la manifestación bajo juramento de que se ignoran. iii) Los hechos, y iv) La dirección del denunciante (llamante).


� [18] “Cabe señalar que la ruptura de esa unidad procesal no afecta el debido proceso. Esta situación se asimila a aquéllos eventos de común ocurrencia, en los cuales las partes demandante y demandada concilian las pretensiones, pero el proceso continúa frente al llamado en garantía”. 





